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C. L. S. S/ FILIACIÓN. CUIJ N° XXX

JUZGADO DE 1RA. INSTANCIA DE FAMILIA

N°344 T°1 F°130                                San Cristóbal, 23 de octubre de 2.019.
VISTOS
Los presentes caratulados “C. L. S. S/ FILIACIÓN” CUIJ XXX, de los que resulta: A fs. 6 el Sr. Defensor General Dr. Hugo Beltramo con las facultades conferidas por el art. 145 inc. 1 y 3 de la L.O.P.J. N° 10.160 y el art. 103 del Código Civil y Comercial (en adelante, CCC), inicia estas actuaciones solicitando se ordene la inscripción de la niña J.D.C. como hija de L.S.C. y G.M., quien falleciere en fecha xx de julio de 2.019, como consecuencia de un accidente gravísimo que había sufrido un mes antes de que la niña naciere, en fecha xx de xx del corriente año. Expone el resto de la plataforma fáctica, cita derecho fundante y acompaña acta de nacimiento de la niña, de G.M., declaración jurada de unión convivencial, oficio del Ministerio Público de la Acusación por el que hace saber que dicho organismo no tenía objeción que formular a la inhumación del cuerpo de G.M., y del acta de defunción del mismo.

A fs. 8 se tiene por iniciado el trámite y se cita al Defensor General, a la progenitora, y a los presuntos abuelos paternos de la niña a que comparezcan para ser escuchados personalmente por la suscripta. Se ordena también oficiar al Registro de Procesos Universales para que informe si se ha abierto juicio sucesorio del causante.

A fs. 9 se halla glosada el acta que contiene la audiencia celebrada en fecha 20 de agosto del año 2.019 y a foja siguiente se procede a recaratular estos actuados como filiación, teniéndose presente la falta de oposición de los Sres. A.R.M. y E.E.I. (progenitores de G.M.), a los fines previstos por los arts. 579, 585 y cc del CCC.

A fs. 13/14 consta el informe del Registro de Procesos Universales que expresa que no existen procesos sucesorios iniciados a nombre de quien en vida fuere G.M.

A fs. 16 el Defensor General solicita pasen los autos a resolución, lo que se provee a foja siguiente.
Y CONSIDERANDO
Que a fs. 1 se acredita que la niña J.D.C. DNI N°xxx es hija de la Sra. L.S. C., y que nació en fecha xx de julio del corriente año en la ciudad de Ceres, departamento San Cristóbal, inscripta al Acta N°xx T°x Año 2.019, Registro Civil de Ceres, que G.M. DNI N°xxx nacido en fecha xx de xx del año xx en Ceres, Departamento San Cristóbal, inscripto al Acta N°xx T°x Año xx del Registro Civil de Ceres, es hijo de A.R.M. y E.E.I. (ver acta nacimiento de fs. 2), que dicho joven fallece en fecha xx de julio de 2.019 en la ciudad de Rosario, departamento homonimo, conforme surge a fs. 5 con copia certificada del Acta de Defunción N°xx Oficina 3xx Año 2.019, y que junto a la Sra. L.C., habían declarado su Unión Convivencial en fecha xx de abril de 2.019 ante el Registro Civil de la ciudad de Ceres, y desde el xx de enero del año 2.017 (ver acta N°xx Oficina xx Año 2.019 de fs. 3).

Por tanto, todos los comparecientes han acreditado legítimo interés para intervenir en estos actuados.

Corresponde señalar que nuestro país ha asumido como deber social el garantizar el emplazamiento filiatorio de los habitantes de esta Nación (arg. arts. 1, 14bis, 33, 75 inc. 22 23, c.. Constitución Nacional; 2, 3, 4, 5, 7, 8, 18, 41, 44 cc. Convención sobre los Derechos del Niño; 29 y cc. de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 3, 32 cc. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica-; 16, 26 del Pacto Internacional por los Derechos Civiles Políticos; 558 a 593 y cc. CCC; 1, 2, 3, 5, 11 cc. ley 26.061; 1, 4 cc. Ley 23.511; 1, 12, 15, 36 cc. Constitución Provincial; etc.).

En este sentido, el art. 566 de la norma de fondo unificada establece una presunción relativa, en cuanto que -salvo prueba en contrario-, “...se presumen hijos del o la cónyuge los nacidos después de la celebración del matrimonio y hasta los trescientos días posteriores a la interposición de la demanda de divorcio o nulidad

del matrimonio, de la separación o de la muerte...”.
De forma similar, el art. 585 expresa de forma clara que “La convivencia de la madre durante la época de la concepción hace presumir el vínculo filial a favor de su conviviente, excepto oposición fundada”; como bien señala el Dr. Ricardo Lorenzetti1, este previsión importa “...una presunción en favor de la filiación del conviviente, que será determinada en juicio”(el subrayado me pertenece), siendo elemento suficiente para que opere, la prueba de dicha convivencia, “...sin necesidad de otros medios de prueba, tal como oportunamente sostuvo la jurisprudencia y doctrina con relación al artículo anterior” (del Código Civil). Cabe recordar que la registración de las uniones convivenciales lo es al sólo fin probatorio, ya que otorga una “fecha cierta”, pero no es requisito indispensable para que se reconozcan los efectos regulados para estas uniones.

Es así que del análisis armónico de los arts. 509 a 512 del CCC, permite colegir que la mera convivencia “...trae aparejada consigo la presunción que prescribe el art. 585 del CCivCom, sin que se requiera que la unión se encuentre registrada, toda vez que sus efectos propios surgen desde que opera la unión “per se” -es decir, “convivencia efectiva”- y se cumplen los requisitos propios consagrados en el art. 510 del CCivCom... la razón de esta política legislativa es clara: no dejar nuevamente fuera del derecho a un grupo amplio de personas, sobre todo a aquellas más vulnerables que, por diversos motivos socioculturales, no requieren o no pueden acceder a la registración de su conveniencia. De este modo, se evita crear nuevas categorías o tipos de familias por fuera del derecho” 2. Por tanto, quien pretenda efectivizar esta presunción, habrá de iniciar (como en el presente caso) la acción de reclamación de filiación, y quien o quienes se opongan, deberán formular tal oposición fundada, sea mediante una acción de impugnación, o bien, dentro del propio juicio de reclamación, con fundamentos en circunstancias de hecho, o bien, con la realización de la respectiva prueba genética, cuya veracidad es “casi indiscutible”.

Pero, como bien señalan estos autores, de la exhaustiva lectura del Capítulo 8 de Título V, destinado a las acciones de impugnación de filiación, se advierte que éstas no les fueron atribuidas a las y los convivientes, quedando relegadas al “vínculo matrimonial” o bien, a “todo tercero que invoque un interés legítimo” (conf. Art. 588), sin mencionarse expresamente a las personas que integran una unión convivencial. Siguiendo esta línea de pensamiento, advierten sobre la existencia de un “... vacío legal a la hora de determinar las acciones, tanto de reclamación como de impugnación, que pueden ejercer los convivientes a los efectos de emplazamiento o desplazamiento de los vínculos filiales”.
Desde esta mirada, proponen que para brindar soluciones a todas y todos las/los ciudadanas y ciudadanos, de forma pragmática y análoga: “...cuando la unión convivencial esté debidamente registrada, “la presunción de filiación rige de pleno derecho, y no es necesaria ninguna acción de reclamación a los efect
os del emplazamiento del vínculo filial”. Si la unión no estuviese registrada, pero sí hay una convivencia efectiva, ante la negativa al reconocimiento voluntario, se podrá ejercer la acción de reclamación de filiación, debiendo probar la reclamante únicamente el elemento vincular referido a la convivencia llevada a cabo entre los progenitores para que tal presunción opere, y la eventual “oposición fundada” de la demandada versará sobre elementos que den por tierra con el plexo probatorio de la contraria, circunstancias fácticas, etc. 3
A más de ello, no puede soslayarse que estamos en presencia de una situación que, más allá de que no se ha realizado prueba genética, la niña J.D. ha gozado desde su concepción del público trato de hija del propio progenitor hoy fallecido, Sr. G.M., y de su familia; en particular, de sus abuelos paternos, quienes son las únicas personas con interés legítimo para oponerse a su emplazamiento como hija extramatrimonial y por tanto, única y universal heredera de G., lo cual los desplazaría de toda posibilidad de ser los herederos de su hijo soltero, y sin hijas/os reconocidas/os. No obstante, en la audiencia de fs. 9 no sólo ratificaron que la niña es hija de su hijo, es decir, su nieta, sino que dieron detalles de las causas que impidieron que G. la reconociere, previo a su fallecimiento, sin requerir la realización de prueba biológica. Que inclusive, evaluaron la posibilidad de que se realizara tal reconocimiento mediante la intervención de un/a escribano/a público/a, pero que el traslado a rehabilitación en la ciudad de Rosario, y posterior desenlace fatal, no les dio el tiempo necesario a tal fin. Asimismo, detallaron los bienes que se hallan inscriptos a nombre de su hijo, y de los cuales, su nieta es la legítima heredera.

En consecuencia, y dado que en los juicios de filiación se admiten toda clase de pruebas, incluidas las genéticas (es decir, no son necesariamente imprescindibles -ver arts. 579 y 584 in fine del CCC), no encuentro obstáculo alguno en hacer lugar a lo peticionado, ordenado inscribir a la niña como hija de quien en vida fuere G.M., anteponiendo su apellido al materno con el cual ya está inscripta (conf. Art. 64 in fine del CCC).

Tampoco puedo dejar de mencionar que la presunción “automática” de la cual gozan los/las niños y niñas nacidos/as dentro del matrimonio de sus padres o del período establecido por el art. 566 del CCC, es plenamente operativa (excepto en la separación de hecho contemplada en el art. 567 del mismo código), ya que la madre puede concurrir al Registro Civil con el acta de matrimonio y el certificado de nacido vivo, y solicitar la inscripción del/la hijo/a; situación que no tiene una presunción similar para las/los hijas/os nacidos de personas que tengan inscripta su unión convivencial, ya que si bien -reitero- el art. 585 presume el vínculo filial en favor del conviviente de la madre durante la época de la concepción -salvo oposición fundada-, ésta no es “operativa” como en el matrimonio, ya que, como ha sucedido en el presente caso, el Registro Civil no inscribe a los/las niños/niñas así nacidos/as si no concurren ambos convivientes, o si no se acompaña un reconocimiento plasmado en un instrumento público o privado debidamente reconocido, actos de última voluntad, etc. (ver arts. 570 y 571 del CCC).

Obviamente que en modo alguno se intenta equiparar aquí los efectos del matrimonio con los de la unión convivencial inscripta, sino que entiendo surge con claridad una situación de desigualdad y vulneración de derechos en las que quedan inmersos/as los/las niños, niñas y adolescentes nacidos/as en uniones convivienciales (inscriptas o no), respecto de aquellas y aquellos nacidas/os dentro del matrimonio. Para los/las segundos/as, la presunción será plenamente operativa, aun concurriendo sólo la madre o uno de los cónyuges al Registro Civil; para los/las primeros/as, aunque su madre o alguno/a de los/las convivientes concurra con el acta de inscripción de la unión convivencial y el certificado de nacida/o viva/o, no se aplica la operatividad efectiva de la presunción legal.

A más de ello, no pude obviarse la precaria situación en la que se encuentra la joven madre, L.S.C., quien estudia y cuenta con la ayuda tanto económica como personal, emocional y moral de los abuelos paternos de su pequeña niña (ver fs. 9), en pleno proceso de duelo por la trágica e inesperada pérdida de su compañero y padre de su hija, todo lo cual impone a la suscripta la impostergable mirada de género como herramienta esencial para brindar una rápida respuesta desde la función judicial que le permita, al menos en parte, solucionar una cuestión de fundamental importancia y trascendencia para su vida y la de J.: que la niña tenga el apellido paterno que le corresponde, ocupando así sin retaceos ni demoras, el lugar que le corresponde en su sistema familiar de origen, lo que tiene repercusión indiscutible en la formación de su personalidad, su vida familiar, su identidad socio-familiar, vincular, salud psico-física, etc. Y para los abuelos paternos, la posibilidad concreta y efectiva de que su nieta lleve el apellido de su hijo, quien convivía con la progenitora desde antes de la concepción, dando así “visibilidad legal” a la descendencia de un hijo que falleció joven y de modo angustioso.

Así, y como ya lo sostuve (AyS T°I F°289 N°110 del 11.09.2019) el Protocolo denominado MODELO DE INCORPORACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LAS SENTENCIAS de la Comisión Permanente de Género y Acceso a la Justicia, de la Cumbre Judicial Iberoamericana, indica claramente cuál es el punto de partida para comprender lo que propone la perspectiva de género, en cuanto a distinguir entre los conceptos de sexo y género. El sexo es lo biológicamente dado. Designa características biológicas de los cuerpos. El género es lo culturalmente construido, conjunto de características, actitudes y roles social, cultural e históricamente asignados a las personas en virtud de su sexo. Esta distinción ha permitido revelar como la sociedad y su infraestructura jurídica atribuye consecuencias a partir de los cuerpos de las personas. La perspectiva de género deconstruye la falsa dicotomía basada en los cuerpos de las personas, así como las consecuencias que se le han atribuido. Es una categoría de análisis que:
• Permite visibilizar la asignación social diferenciada de roles y tareas en virtud

del sexo, género o preferencia-orientación sexual;
• Revela las diferencias en oportunidades y derechos que siguen a esta

asignación.
• Evidencia las relaciones de poder originadas en estas diferencias;
• Se hace cargo de la vinculación que existe entre las cuestiones de género,

raza, religión, edad, creencias políticas, etc.;
• Pregunta por los impactos diferenciados de las leyes y políticas públicas

basadas en estas asignaciones, diferencias y relaciones de poder; y
• Determina en qué casos un trato diferenciado es arbitrario y en qué

casos en necesario (la negrilla me pertenece)

Cuestiona además el paradigma del único “ser humano neutral y universal“, basado en el hombre/varón blanco, heterosexual, adulto sin discapacidad, no indígena (modelo androcéntrico), y en los roles que se le atribuyen a ese paradigma. Por eso es que no se trata de un método enfocado únicamente a las mujeres, sino de una estrategia que permite ver a las personas en su diversidad de contextos, necesidades y autonomía.

Este Protocolo establece que incorporar la perspectiva de género en la función judicial implica hacer realidad el derecho a la igualdad. Responde a una obligación constitucional y convencional de erradicar la discriminación por medio del quehacer jurisdiccional para garantizar el acceso a la justicia y remediar, en un caso concreto, situaciones asimétricas de poder. El Sistema de Administración de Justicia se constituye entonces en una herramienta emancipadora que hace posible que las personas diseñen y ejecuten un proyecto de vida digna en condiciones de autonomía e igualdad, aún para personas que dentro de un mismo género, se hallan en situación de inferioridad en el goce de derechos o desigualdad respecto de sus congéneres.

Es decir, L.C., joven mujer soltera, a cargo de su hija, cuyo compañero ha fallecido, y su pequeña hija J.C., de pocos meses de vida, se encuentran en una situación de inferioridad, desigualdad, trato diferenciado arbitrario y discriminatorio respecto a otras mujeres jóvenes, casadas o viudas, que con la sola presentación del acta de matrimonio y el certificado de nacida/o viva/o de su hija/o, acceden a la operatividad de la presunción efectiva establecida por la ley de fondo.

Es por estas consideraciones de hecho y derecho, que RESUELVO: 1-) Hacer lugar a lo peticionado por el Sr. Defensor General Dr. Hugo Beltramo y declarar que la niña J.D.C. DNI N°xx, nacida en fecha xx de julio del corriente año en la ciudad de Ceres, departamento San Cristóbal, inscripta al Acta N°xx T°xx Año 2.019, Registro Civil de Ceres, es hija de G.M. DNI N°xx nacido en fecha xx de xx del año xx en Ceres y fallecido en fecha xx de julio de 2.019 en la ciudad de Rosario, Departamento Rosario, Santa Fe; 2-) Ordénase oficiar al Registro Civil de la ciudad de Ceres, para que mediante nota de referencia de esta sentencia, se la inscriba con el nombre de J.D.M.C., manteniendo el mismo número de documento nacional de identidad, debiendo expedírsele uno nuevo con tal mención, librándose los despachos respectivos, firme que estuviere el presente fallo. 3-) Notifíquese al Sr. Defensor en su público despacho, a la progenitora y a los abuelos paternos. Insértese y hágase saber.
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